Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 18 minutos) 


La Comisión de Hacienda se complace en recibir a la delegación de la Agrupación 
Universitaria del Uruguay, a fin de escuchar sus planteos a propósito de la reforma tributaria. 


SEÑOR DIAZ.- Antes que nada, quiero decir que soy el Presidente de la Agrupación Universitaria del 
Uruguay y que estoy acompañado por varios presidentes de algunas entidades profesionales 
integrantes de nuestra Agrupación. Lógicamente, agradecemos a la Comisión por recibirnos, máxime 
cuando somos conscientes de que se está muy próximo a aprobar este proyecto de ley. 


Nuestra intención es hacer algunos comentarios sobre el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas, fundamentalmente en lo que tiene que ver con el trabajo independiente. Hemos 
traído un documento que, quizás, ustedes ya lo tengan, pero advierto que esta versión está más 
resumida. 


Tal como hemos hecho en todas las oportunidades -tanto cuando participamos en eventos o 
en la propia Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes- queremos dejar constancia de 
que no estamos en contra de la reforma tributaria, en la medida en que consideramos que responde a 
la decisión de una amplia mayoría de la ciudadanía uruguaya. A su vez, entendemos que el Impuesto a 
la Renta de las Personas Físicas debe estar en función de la capacidad contributiva de la persona que 
aporta. Por lo tanto, también pensamos que el ejercicio profesional o el que es llevado a cabo en 
relación de no dependencia -que contempla a aquél- tienen algunas características propias, 
principalmente que no se trata de una actividad empresarial. En este caso, no existe una conjunción de 
capital y de trabajo como sí la hay en una actividad empresarial alcanzada por el Impuesto a la Renta. 


En lo que tiene que ver con la aplicación del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y 
del Impuesto a la Renta de Actividades Económicas planteamos que, dadas las características 
especiales que posee el ejercicio profesional, sea el contribuyente quien pueda optar por uno u otro 
impuesto y que deba permanecer durante tres ejercicios aportando por el gravamen que haya 
escogido. Nos preocupa el hecho de que se hable de un tope preceptivo para cambiar de uno a otro 
impuesto y que, sin embargo, no se establezca en el proyecto de ley. Eso hace que no esté muy claro 
para quien debe contribuir, en qué situación se encontrará al cierre del ejercicio. Pensamos que sería 
más conveniente que el tope y el mecanismo de actualización se establecieran por ley -hay muchos 
ejemplos en la legislación tributaria uruguaya- para tener las reglas claras y saber a qué tope nos 
estamos refiriendo. 


El otro planteo que queremos hacer es que si en algún momento el contribuyente supera ese 
tope por alguna situación muy puntual como, por ejemplo, el cobro de un trabajo profesional de largo 
aliento, se puede volver hacia atrás luego de estar tres años sin superar el tope. 


Asimismo, quisiera referirme a la aplicación de tasas sobre el neto de ingresos, menos las 
deducciones admitidas, no como hasta ahora en que, por un lado, está el ingreso y, por otro, las 
deducciones admitidas, lo que hace que la tasa real sea mayor que la tasa que corresponde al tope de 
ingreso; con esto no estamos de acuerdo. 


Tenemos otra preocupación. Pienso que una contribución muy importante para dar 
formalidad a este sector, es que la factura de profesionales sea siempre deducible del Impuesto a la 
Renta. Esto obligaría a pedir la factura del servicio profesional y, de esa forma, quizás no por el 
Impuesto a la Renta, pero sí por la vía del IVA, aumentaría la recaudación. Esto pondría en pie de 
igualdad a todo el mundo porque, de lo contrario, el que está trabajando para una empresa tiene una 
determinada situación fiscal, mientras que al que está trabajando para un particular no se le pide 
factura. 


Un tema importante a ser tratado es el criterio de lo percibido. El trabajo independiente, que 
incluye más que a los profesionales, hoy por hoy, tiene una situación muy particular porque uno factura, 
genera una obligación por IVA y muchas veces esa factura no la ha cobrado. El profesional o el que 
trabaja en forma independiente no dispone de un capital de giro suficiente como para adelantar el pago 
a la DGI. Entonces, lo que planteamos es que cuando se cobre ese servicio, se aporte lo que 
corresponde. Eso evitaría que el que está recibiendo la factura descuente el IRP y el IVA, porque así 
está descontando algo a la DGI, que no está pagando. 


Por último, está el tema de la deducción de gastos de salud del titular. Respecto de los 
profesionales independientes y de los que no trabajan en relación de dependencia, debo decir que 
están en desventaja frente a las otras actividades. Los que están en relación de dependencia, 
descuentan DISSE, los jubilados descuentan el aporte al Seguro de Salud y los escribanos tienen el 
servicio notarial de salud, pero los que trabajan de manera independiente no tienen deducción por 
gastos de salud, lo que entendemos puede ser necesario para conservar la fuente de la renta. En ese 
caso, la idea sería hacer un ficto como en el caso del hijo. Vuelvo a reiterar que los que están en 
relación de independencia en la Caja de Profesionales, no tienen esa deducción. 


Este es el resumen de los cinco puntos principales que queríamos comentar. Hemos hecho 
otras propuestas, pero entendemos que a esta altura de la discusión no tiene mucho sentido seguir 
insistiendo en el tema. 


SEÑOR DE LOS REYES.- Sin perjuicio de compartir todos los criterios que ha expuesto con claridad el 
señor Presidente de la Agrupación Universitaria del Uruguay, como Presidente de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay quiero hacer una mínima exposición sobre algunos aspectos de redacción del 
proyecto de ley de reforma tributaria que tienen que ver con temas que, directa o indirectamente, 
inciden en la contratación inmobiliaria. Por ejemplo, existe un Impuesto a la Renta por Incrementos 
Patrimoniales y un Impuesto a la Renta por Rendimientos de Capital que, directa o indirectamente, 
repito, podrían incidir de manera negativa en la circulación de bienes y en las transacciones 
inmobiliarias, porque aumentan la carga fiscal. Debemos tener presente que en la negociación 
inmobiliaria está en juego una suma anual de U$S 2.000:000.000, y de esta forma se podría 
desestimular la inversión en esa área. 


Queremos poner el énfasis en el Impuesto a la Renta por Incrementos Patrimoniales. Se fija 
como valor de referencia para el cálculo de ese impuesto el precio de la enajenación, y teniendo en 
cuenta que dicho precio es fijado por las partes, eventualmente sería el contribuyente, el sujeto pasivo 
del impuesto, quien estaría fijando la base de cálculo del impuesto. Tanto desde el punto de vista social 
como gremial, debemos poner de manifiesto que esto podría incidir de manera negativa en el 
financiamiento de la Caja Notarial de Seguridad Social, porque el cálculo de los Montepíos notariales 
se realiza, justamente, sobre el precio fijado por las partes. 


También la transparencia de mercado que existe al día de hoy, que implica que los precios 
reales son los que se reflejan en las escrituras públicas, podría verse afectada por este tipo de normas. 


Cuando estuvimos en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes -que 
gentilmente nos recibió, al igual que los señores Senadores en el día de hoy- formulamos algunas 
propuestas. Una de ellas -si es que realmente existe voluntad política de crear este impuesto- es que a 
los efectos de la base de cálculo del monto imponible se tome como referencia el valor precio. En 
países como España, en que este sistema está vigente desde hace mucho tiempo, hoy se ha 
presentado una norma legislativa modificativa del mismo porque, como consecuencia de su aplicación, 
hubo muchísimos problemas de desfase entre el valor de mercado y el precio real que figuraba en las 
escrituras públicas. Esto también implica un ataque a la fe pública de la que estamos dotados los 
escribanos, porque seguramente provocará un enfrentamiento entre los clientes o las partes y quien en 
ese momento actúa como escribano, que es quien tendrá que insistir en que las escrituras reflejen lo 
que es la realidad. 


Además, en este caso en particular, podría verse afectada -como ha ocurrido en algunos 
países cercanos- la bancarización del sistema, que en Uruguay alcanza prácticamente el 90%. ¿Por 
qué? Porque se dan casos en que las transacciones se realizan de un cofre fort a otro y no de cuenta a 


cuenta, como pasa en el Uruguay; y como la trazabilidad del sistema implica que el seguimiento se 
puede hacer a través de las cuentas bancarias y no de los cofre fort, en algunos casos las 
transacciones se harán sacando el importe correspondiente al precio y depositándolo en otro cofre fort. 


También queremos hacer referencia a algunos otros impuestos, que no tienen tanta 
incidencia en la actividad profesional de los escribanos, pero sí desde el punto de vista social. 


Cuando concurrimos a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, 
propusimos, de acuerdo con lo que dispone el artículo 45 de la Constitución, que se hiciera alguna 
modificación en cuanto a exonerar del Impuesto a la Renta por incrementos patrimoniales la 
enajenación de bienes inmuebles cuyo producido se destinare a la adquisición de vivienda propia y 
permanente del sujeto pasivo. Esto implicaba cumplir con lo que dice el artículo 45 de la Constitución 
en cuanto a que todos los ciudadanos tenemos derecho a una vivienda decorosa y a que las leyes 
facilitarán el acceso a la vivienda y, además, estimularán la inversión para ese destino. Esta iniciativa 
de la Asociación de Escribanos fue recogida en su momento, pero parcialmente, de manera que en el 
proyecto surge que sólo están exoneradas del Impuesto a la Renta por incrementos patrimoniales 
aquellas enajenaciones de bienes inmuebles que ya constituyan vivienda permanente del enajenante - 
del sujeto pasivo- para poder destinar su producido a la adquisición de otra vivienda del mismo sujeto 
pasivo, pero no se facilita el acceso a la vivienda de aquellos que aún hoy no la tienen, y que quizá por 
sucesión, por legado o por la herencia de un tío, pueden adquirir alguna chacra o algún campo chico 
que deseen vender para comprar su primera vivienda. Esto no está contemplado en el proyecto, que 
acota y limita la exoneración a aquellas enajenaciones que ya constituyan vivienda permanente del 
sujeto pasivo. 


Queremos reconocer que se haya recogido esta exoneración, aunque parcialmente, porque 
desde el punto de vista social ha sido un postulado de muchas agrupaciones políticas, gremiales y 
sociales en el transcurso de la historia, pero pretenderíamos que la situación se reviera a los efectos de 
que no existan estos límites. Sí existen -como todos los señores Senadores sabrán- límites máximos y 
mínimos en lo relativo a las enajenaciones y adquisiciones de vivienda propia y al plazo, así como en lo 
que respecta a otras condiciones para las que es lógico que rijan, pero no esta clase de limitaciones. 


Queremos agradecer al Poder Legislativo que se haya reconocido la posibilidad de 
deducción del Sistema Notarial de Salud, preceptivamente obligatorio por la Ley N* 17.437, porque es 
un sistema de salud de acceso universal, equitativo, solidario y que provee de la misma asistencia a 
todos aquellos que están afiliados a la Caja Notarial de Seguridad Social. 


Hay muchos otros aspectos a los que podríamos aludir, pero los señores Senadores 
seguramente habrán recibido nuestras propuestas. De todas maneras, quedamos a su disposición para 
hacérselas llegar. 


Es todo. 


SEÑOR ABREU.- Simplemente deseo recabar la opinión de la Agrupación Universitaria acerca del 
tratamiento tributario a los no residentes; es decir, el flat del 10% que se establece en el proyecto de 
ley y que tiene repercusión, entre otras cosas, sobre la actividad profesional, planteando un tratamiento 
discriminatorio -por decirlo así- o diferente -para no entrar en calificativos- respecto de los profesionales 
nacionales. 


La segunda preocupación es con respecto a una serie de inquietudes acerca de cómo 
computar la renta. Para los profesionales, desde el punto de vista de su condición de contribuyentes, 
creo que es más beneficioso ir hacia una renta neta y no hacia una renta bruta, en función de las 
deducciones -como decía el señor Presidente- que se permiten o que deberían permitirse en el 
ejercicio de la profesión. 


Esas son las dos preguntas que quería hacer; en un caso, sobre un tema que tiene 
componentes de carácter internacional y regional en cuanto a la competencia de los servicios 
profesionales que se presten en territorio nacional y el tratamiento tributario con el 10% del flat, y en el 


otro caso, sobre un asunto que tiene que ver con el criterio con que la Agrupación Universitaria 
entiende debería ser utilizada la política respecto de si es renta bruta o renta neta. Sobre este último 
tema, inclusive, creo que ustedes en algún momento han sostenido, para aquellos profesionales que 
no manejan la contabilidad, la posibilidad de orientarse por la renta ficta. Me gustaría recibir sus 
comentarios sobre estos puntos a que he aludido. 


SEÑOR DIAZ.- El señor Senador ha tocado un tema que es de honda preocupación. En el caso del no 
residente, tal como está redactado ahora, si en su país de origen estuviera gravado, estaría en una 
situación de igualdad con el profesional uruguayo, pero evidentemente hay una disparidad, una 
especie de competencia que no termina sólo en el Impuesto a la Renta; pasa también por el tema de la 
colegiación. Como figura en el documento que entregué a los señores Senadores, tenemos un Tratado 
de Libre Comercio con México y dos Decisiones del MERCOSUR, la 18 y la 25 -que están aprobadas 
por la Cámara de Representantes, una en diciembre del año pasado y otra en octubre de este año, y 
me imagino que ahora están en la agenda de la Cámara de Senadores- que nos afectan, porque hoy 
por hoy viene cualquier profesional del exterior y no tiene ningún tipo de control, tanto en su calidad de 
trabajo profesional, como desde el punto de vista tributario y de la previsión social. Lo que antes era 
una defensa, es decir, como aportaba el 10% o el 12%, la empresa que lo contrataba no tenía el 100% 
de la deducción de las facturas, con lo que se agregó ahora en las modificaciones -que dicen que si en 
su país de origen supera el 25%, se toma el 100%- se genera una situación de desigualdad, porque lo 
va a descontar en el exterior y acá la empresa va a descontar el 100%. 


En lo que tiene que ver con el tema de la renta neta, estamos preocupados. Cabe aclarar 
que no todas las profesiones son iguales, porque hay algunas en que los profesionales tienen gastos 
importantes como, por ejemplo, los odontólogos, con su equipamiento; y en lo que respecta a la 
mayoría de los profesionales, tienen algún equipo de computación, una oficina que alquila, personal, 
etcétera, pero todo ese tipo de gastos no están deducidos. En realidad, se toma como base que el 
impuesto es a la renta bruta y no a la renta neta. Esto nos preocupa, también, porque la mayoría de los 
profesionales -salvo los que conocemos el tema por nuestra profesión- no dispone de un sistema de 
información suficiente para la liquidación de impuestos. 


SEÑOR ABREU.- En otras palabras, lo que usted trata de decir es que la actividad profesional está 
más cerca de la renta empresarial que de la renta de las personas físicas. 


SEÑOR DIAZ.- En algunos casos, no. Lo que queremos decir es que en determinados casos hay más 
gastos que los que están dentro del 30% de deducción ficta; en otras situaciones, quizás ese 
porcentaje sea menor. Por eso decimos que para poner en un pie de igualdad a todos, hay que liquidar 
por la renta neta. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- En realidad, el Uruguay, en materia tributaria, ha procurado ir a la renta 
real en diversos sectores. Esto ha pasado en el agro y con las pequeñas empresas, y también puede 
pasar con los profesionales universitarios. La cuestión esencial es que muchas de estas empresas, que 
pueden estar en el sector agropecuario o en el sector profesional, en realidad no son empresas, no 
combinan capital y trabajo, y en el caso de los profesionales universitarios, eso es más claro todavía, 
porque su capital es, precisamente, su capacidad, su idoneidad, lo que han adquirido en la 
Universidad. Hay un pequeño factor de capital que puede utilizar, como un fax, un teléfono, una 
computadora, pero es insignificante. Cuando el Impuesto a la Renta de Industria y Comercio ha 
gravado las rentas, lo ha hecho cuando los dos factores, capital y trabajo, tenían preponderancia, que 
no es lo que sucede con los profesionales universitarios. Es más, en cuanto a si conviene o no, 
evidentemente están en juego los ingresos y, sobre todo, la estructura. Están generalizadas estructuras 
muy simplificadas, ya que al profesional lo asiste sólo una secretaria o, a veces, ni siquiera la tiene. 
Sobretodo las últimas generaciones de egresados, muchas veces no cuentan con estudio propio y 
actúan en sus casas. El nivel de trabajo y la cantidad de profesionales hacen que vivan una situación 
que para nada es similar a la que se daba hace treinta o cuarenta años. Por lo tanto, creo que el 
Impuesto debería respetar las distintas formas de ejercicio. Es cierto que hay algunas consultoras que 
tienen un funcionamiento más cercano a la empresa, pero naturalmente van a optar por el IRAE, 
porque ya está arbitrada la solución a nivel del proyecto. Quiere decir que aunque no hubiera una 
inclusión preceptiva como la existente -y como la que hemos planteado incluso en nuestra visita 
anterior y por lo tanto no vamos a reiterar los argumentos por los cuales consideramos negativa esa 
inclusión preceptiva en el IRAE- hay un universo importante, de 95.000 profesionales que están en 


actividad en Uruguay en este momento, que va a pagar por Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas, tal como van a demostrar los números. El 95% de los productores agropecuarios que tienen la 
opción de pagar IMEBA o IRA, han optado por el primero y, si bien allí juegan otros factores, en este 
caso, a quienes superen determinado límite que ya se conoce -incluso hice referencia a un informe del 
Colegio de Contadores- les conviene pagar el IRAE. 


SEÑOR RUBIO.- En todo caso eso argumenta en contra de la preceptividad, pero no necesariamente 
termina en el tema de la liquidación sobre la renta neta. No tendría justificación que la instrumentación 
de la renta neta se hiciera para los profesionales y no para otros sectores de la sociedad. 
Conceptualmente es un horizonte, pero implica un nivel de complejidad enorme como punto de partida, 
pues en este país tenemos una base de información que realmente es deplorable. Creo que esa línea 
argumental puede ser planteada en otras circunstancias en las cuales el sistema tributario uruguayo 
esté mucho más evolucionado, por ejemplo, en cuanto a su base de datos y pueda hacerse una 
construcción donde lo que se grava sea la renta neta para todos los sujetos. Me da la impresión de que 
el problema que plantean con más fuerza es la posibilidad de la opción. Ahora bien; si la 
reglamentación establece un límite muy alto, descomprime, en buena medida, parte del problema. Creo 
que el criterio que tiene el Ministerio de Economía y Finanzas en esto es de que sea muy alto en el 
caso del sector agropecuario, donde inciden otros factores, que son más de tradición cultural -para 
decirlo de alguna manera- y donde el productor termina optando por el IMEBA y paga bastante más en 
muchísimos casos, porque no sigue el ciclo económico y otra serie de factores. Pero en el caso de los 
profesionales eso no me parece tan aplicable, ya que la situación es muy distinta. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- Todo depende del límite que se establezca. Si ese límite es muy bajo, 
obviamente, va a alcanzar a muchísima gente y va a crear una situación de inseguridad. Si el límite es 
alto, evidentemente, es otro, pero no sabemos cuál va a ser. 


SEÑOR RUBIO..- En lo personal somos partidarios de que el límite sea alto, tanto en el caso del sector 
agropecuario como en el de los profesionales; pero esa es otra discusión. 


SEÑOR RODRIGUEZ.- Quería hacer una precisión en relación con lo que planteaba el señor Senador 
Rubio, porque es razonable el tema de la renta neta. Nosotros entendemos las dificultades operativas o 
administrativas, pero en lo que queríamos poner énfasis es en la deducción de las facturas de 
profesionales porque, en realidad, lo que hacemos muchos de nosotros es subcontratar. Es decir que, 
por ejemplo, como contadores precisamos de los servicios de un abogado o de un escribano o 
viceversa y entonces allí se va a dar el caso de que haya una doble imposición, o sea que esté 
pagando los dos profesionales sobre la renta bruta y así no podríamos deducir, salvo que nos 
pusiéramos en el IRAE. Nosotros nos imaginábamos, sin llegar al IRAE, no toda la renta neta -como 
podría ser teóricamente- sino, de alguna manera, la posibilidad de deducir las facturas de otros 
profesionales, que es algo que sucede en el negocio de nuestra profesión. Esto es viable, teniendo en 
cuenta que ya existe con el IVA, porque nosotros tenemos el IVA de ventas y de compras, donde 
perfectamente manejamos las deducciones; esto sería algo similar y un poquito más justo desde el 
punto de vista del gravamen. Simplemente quería aclarar lo que planteaba el señor Senador. 


SEÑOR ALFIE.- Creo que la intervención del contador Rodríguez, en parte, aclara las cosas. En el 
tema de los profesionales quisiera preguntar lo siguiente. 


En primer lugar, señalo que no entendí cómo fue planteado el tema de la deducción de salud; 
es decir, cuál es la deducción de salud que los profesionales independientes quieren hacer. ¿Se trata 
de su pago de salud mutual? Como no hay pago de salud por la Caja de Profesionales, pregunto ¿cuál 
es la deducción de salud que se pretende? 


En segundo término, está el tema de la liquidación del impuesto a la renta de los 
profesionales. El límite que según este proyecto de ley pondría el Poder Ejecutivo -no sé si aquí hay 
abogados; seguramente debe haber alguno- a nuestro entender, altera un principio esencial 
constitucional, que es el que establece que los impuestos los tiene que votar el Parlamento. Por lo 
tanto, en la medida en que el Poder Ejecutivo cuando elige el límite elige el impuesto que paga -y no 
una forma de liquidación- se está moviendo en un terreno totalmente fuera de la Constitución de la 
República. Quiero saber la opinión que ustedes tienen sobre esto, es decir, si es o no así. 


En tercer lugar está el punto de renta neta. Cuando hoy un profesional liquida su IVA deduce 
gastos que no son sólo de profesionales, sino también otros, como pueden ser el IVA de los seguros de 
su estudio, una parte de los seguros de su auto, una parte del mantenimiento de su auto, el IVA del 
teléfono, de la luz, de los gastos de papelería y de las computadoras que compra, etcétera. Por lo 
tanto, no veo una complicación administrativa muy grande, desde el momento en que hoy paga el IVA. 


Desde mi punto de vista, la doble imposición no sólo vendría por el lado de los honorarios 
profesionales, sino también por el de los pagos a dependientes que no son profesionales y del pago de 
un alquiler que también está gravado por un impuesto del 12%. Es decir que en ese caso hay una 
doble imposición por donde se lo mire. Consulto si ustedes están de acuerdo o no con esta afirmación. 


SEÑOR DIAZ.- En cuanto al tema de la salud, planteamos que las personas que trabajan en relación 
de dependencia tienen la deducción de DISSE y los escribanos independientes tienen la deducción del 
Seguro Notarial de Salud. Evidentemente, el profesional que trabaja en relación de dependencia está 
afiliado a alguna mutualista o institución de asistencia médica privada. De manera que podría ser lo 
que realmente paga como recibo mutual o un ficto, como en el caso de los hijos menores de 18 años. 


La segunda pregunta va a ser respondida por el doctor Pérez Novaro y, en cuanto a la 
tercera consulta, estamos de acuerdo con la afirmación de que parte de lo que es renta neta hoy ya lo 
tenemos con la liquidación del IVA, es decir que en ese caso se da una doble imposición, sin lugar a 
duda. Ahora bien, como el proyecto de reforma tributaria establece que hasta determinada fecha se 
propondrá por parte del Poder Ejecutivo el tema del núcleo familiar, podría haber una mención en el 
sentido de que se tratará de llegar a renta neta para todos los que tengan que ver con el Impuesto a la 
Renta de las Personas Físicas -no solamente los profesionales- en un plazo determinado. Es de 
esperar que, teniendo en cuenta todas las inversiones que ha hecho la DGI con la administración que 
hoy por hoy tiene -que ha mejorado muchísimo la calidad de la información y permite el cruzamiento- 
se llegue en un plazo no muy lejano a poder controlar eso. 


SEÑOR PEREZ NOVARO..- Con relación a la pregunta que formulaba el señor Senador Alfie, hemos 
planteado claramente en la Cámara de Representantes, en todo el país y lo repetimos aquí que toda 
delegación que realice el Legislador de un cometido que el Constituyente le otorgó en exclusividad, es 
inconstitucional. Esto se verifica en el caso de la inclusión preceptiva de los profesionales universitarios 
y en otras disposiciones de este proyecto que no afectan directamente a los profesionales pero sí a 
otros sectores. Entonces, bueno sería que esas delegaciones no existieran. Esta es una práctica que 
se utilizó en la época del proceso militar en forma grosera, pero que lamentablemente se ha mantenido 
desde 1985 e incluso podemos decir que en los últimos períodos de Gobierno ha aumentado el número 
de disposiciones por las que el Legislador delega competencias que el Constituyente le otorgó en 
exclusividad al Poder Ejecutivo. En todos esos casos las normas son inconstitucionales, aun cuando la 
Suprema Corte de Justicia, hasta ahora, no ha dictado sentencias en este aspecto, salvo en algún caso 
muy específico. No sabemos qué va a suceder en el futuro, pero no me parece buena cosa que un 
proyecto tan discutido mantenga estos vicios de inconstitucionalidad latentes. 


Ahora bien, consideramos que igualmente, de aprobarse este proyecto como viene -porque ya 
se nos ha dicho que no va a haber modificaciones- igualmente, dada la prórroga de la vigencia que se 
plantea para el 1* de julio de 2007 o el 1” de enero de 2008, habría tiempo suficiente para que el 
Legislador corrigiera estos límites y los pusiera en blanco y negro, con lo que se salvaría el vicio que 
los afecta. Al respecto, me adelanto a sostener que si esto se hiciera de consuno con el Poder 
Ejecutivo, sería mucho mejor, pero el Legislador tiene iniciativa legislativa constitucional para promover 
cualquier tipo de modificación en este aspecto, porque no se trata de una exoneración tributaria, que es 
el único caso en que la Constitución le ha privado la iniciativa de proponer esas modificaciones y de 
aprobarlas válidamente. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, no descartamos que la temática legal pueda venir antes que se 
pongan los topes. Esta es una reforma dinámica y, si se quiere tener éxito, debe haber muchas 
consultas con los diferentes componentes. Al respecto, nosotros requerimos la opinión expresa de las 
autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas, quienes nos dijeron que no tenían inconveniente 
en que algunos de estos topes se establecieran por ley, pero que todavía no los tenían. En ese sentido, 
hay que hacer estudios y conversar con las diferentes instituciones de forma tal que, cuando se tire la 


bala, se dé lo más cerca posible del blanco. Incluso, en el tema agropecuario  -que sé que no es el 
profesional y que no lo están planteando ustedes, pero es muy parecido- cada sector y subsector son 
distintos; lo que para unos es un monto importante, para otros es muy bajo. En el caso de los 
profesionales, más allá de que haya que trabajar el tema, la idea es apuntar más hacia arriba, aunque 
de todas formas se puede generar alguna situación. 


Por otra parte, independientemente de que después podamos leer la versión taquigráfica y el 
material que nos entregan los invitados, es cierto que quizás la venta de inmuebles podría afectar a los 
escribanos y, directa o indirectamente, a la Caja. Sin embargo, también es cierto que si el que compra - 
salvo que haya decidido morar en el mismo inmueble hasta el final de su vida, con lo que podría dejar 
una situación complicada a sus deudos- hace figurar la operación por un valor inferior para ahorrar una 
parte del impuesto, cuando vaya a vender tendrá un perjuicio sustancial. El proyecto establece que se 
puede fijar un ficto hacia atrás, pero para adelante eso no funciona. Entonces, a partir de la 
promulgación de la ley, toda venta tendrá un ficto hacia atrás, pero luego sólo existirá el monto que se 
declare en la escritura. 


Si bien comprendo la preocupación que existe y que algunos aspectos de bancarización 
podrían ayudar, creo que el estímulo para el comprador puede ser un boomerang. Como todos 
aprendemos rápido, pienso que eso va a tratar de explicitarse de modo que se sepa que si se pone mal 
el precio de compra, puede generar un nivel de renta importante, a tal punto que el futuro comprador 
no estará dispuesto a rebajar para que le traspasen un lío adicional. 


SEÑOR DIAZ.- Deseo redondear algunos aspectos. 


En el día de hoy no mencionamos la situación de los jubilados, pero sí está incluida en el 
documento. Al respecto, debemos decir que actualmente, al mismo nivel de remuneración, en 
comparación con un profesional independiente y una persona que trabaja en relación de dependencia, 
el jubilado es el que más impuesto va a pagar. Al mismo nivel, el jubilado paga más impuesto que el 
resto de la gente. Nosotros mencionamos esto porque entendemos que los jubilados son parte de la 
agrupación universitaria. Además, quiero hacer un simple comentario acerca de la producción de la 
renta ya que, en algunos casos, se habla de títulos y trabajos profesionales de la Universidad de la 
República y de universidades privadas. Entonces, me pregunto por qué razón - no sé si fue 
deliberadamente- no están comprendidos los institutos universitarios, ya que tienen la misma calidad y 
los títulos la misma validez que las universidades privadas. Insisto en que el título que emite un instituto 
universitario es el mismo que el que otorga una universidad privada y, sin embargo, con esas 
deducciones quedarían afuera. Reitero que no sé si esto se hizo de forma deliberada o fue por otras 
razones. Este tema está ubicado en la parte que se refiere al IRAE, concretamente, cuando se 
mencionan las deducciones netas. El planteo ya lo hicimos en la Cámara de Representantes pero no 
tuvo andamiento. En realidad, este asunto más bien es un aviso -tal como lo planteó el señor Senador 
Abreu- sobre el tema de la colegiación, que nos preocupa y sobre el cual la agrupación está trabajando 
hace años para presentar, a principios del próximo año, un proyecto relativo al control del ejercicio 
profesional en el Uruguay. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- Con ánimo sólo de que conste en la versión taquigráfica, quiero decir que 
con relación al tema de la exoneración -que planteaba el Presidente de la agrupación universitaria- 
creo que, aun con la redacción actual, es posible que interpretando en forma extensiva los términos 
utilizados en el texto legal -cosa que es perfectamente posible en materia de exoneración- se pueda 
dar el alcance que efectivamente quiso el Legislador, es decir abarcar a todos los institutos. 


SEÑOR DE LOS REYES.- En primer lugar, agradezco a los señores Senadores por habernos recibido. 
En segundo término, quiero decir que en lo que tiene que ver con la actividad de los escribanos, hay 
muchos otros aspectos que están incluidos dentro del proyecto de ley y, formalmente, queremos 
solicitar la posibilidad de hacer un intercambio con ustedes a nivel de la Asociación de Escribanos del 
Uruguay en una conversación más extensa, donde incluso podríamos responderle al señor Senador 
Michelini. Entonces, si ustedes tuvieran la amabilidad de recibir -desde el punto de vista técnico, 
político y gremial- a una delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay, podríamos charlar de 
este y otros aspectos, ya que no sólo está en juego el desfinanciamiento, o no, de una institución de 
previsión social, sino la seguridad y la certeza jurídica que tienen que ver con la posibilidad de las 


inversiones. Actualmente, en nuestro Estado de Derecho hay transparencia del sistema, por lo que 
correr el riesgo de que se vea afectado, podría influir negativamente. Creo que podemos profundizar 
todo esto con otros aspectos que están contenidos en el proyecto de ley. Reitero que la Asociación de 
Escribanos del Uruguay solicita -ya lo hicimos por escrito y, ahora, formalmente- ser recibida por esta 
Comisión en la fecha que ustedes propongan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. Corresponde aclarar que la decisión del 
Poder Ejecutivo y de la Bancada mayoritaria es aprobar el proyecto en los términos en que está 
redactado, pero también creo que lo que manifestó el doctor Pérez Novaro es compartido. De cualquier 
manera tenemos por delante seis meses y los efectos de la ley todavía no van a generar 
consecuencias. Tal como lo ha dicho el Poder Ejecutivo y, concretamente, el Ministro Astori, esto es un 
sistema, un proceso de reforma tributaria y no se pretende que este proyecto empiece y termine en el 
texto que en el día de hoy estaríamos aprobando en Comisión. Por ello, contar con vuestro aporte 
técnico, es de una utilidad absolutamente invalorable. 


Por último, quiero decir que tanto esta Comisión como el Parlamento todo van a estar con las 
puertas abiertas para escuchar las razones que ustedes tengan que esgrimir, cosa que no implica que 
estemos de acuerdo. 


(Se retira de Sala la Asociación Universitaria del Uruguay) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


